INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE 26 DE FEBRERO DE 2002. SUBVENCIONES. ACTIVIDADES DE INTERÉS PÚBLICO. INCUMPLIMIENTO DEL PLAZO DE REALIZACIÓN.
Modalidad de informe: Consulta.

Área temática: Subvenciones.

Informe vigente.

Se recibe consulta en esta Intervención General sobre la extensión y alcance del artículo 11 de la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad de Madrid, cuando la acción subvencionable incide en actividades de interés público y la entidad beneficiaria los realiza, pero los defectos del expediente impiden su abono.

Se aporta al respecto el expediente de la subvención concedida al Ayuntamiento de Santa María de la Alameda para el soterramiento de línea aérea de alta tensión en diversas calles, que el Ayuntamiento realizó fuera del plazo establecido, por lo que la Consejería de Economía y Empleo, en su momento, determinó la revocación y el reintegro de la subvención concedida.

Debe precisarse,  en primer lugar, que el presente Informe no tiene la naturaleza de fiscal, con los efectos inherentes al mismo, puesto que no se  propone ninguna propuesta de acto a fiscalizar, sino más bien el criterio de esta Intervención, por lo que cabe calificarle como un informe administrativo no preceptivo ni vinculante.

La consulta planteada se centra en dilucidar si, teniendo en cuenta el interés social de los proyectos, pueden mitigarse los efectos, que en los supuestos de incumplimiento, regula el artículo 11 de la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad de Madrid. Dispone en este sentido el artículo 11:

"1. Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia del interés de demora desde el momento del pago de la subvención y en la cuantía fijada en el artículo 32 de la Ley Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, en los siguientes casos:

1. Incumplimiento de la obligación de justificación.

2. Obtener la subvención sin reunir las condiciones requeridas para ello.

3. Incumplimiento de la finalidad para la que la subvención fue concedida.

4. Incumplimiento de las condiciones impuestas a las entidades colaboradoras y beneficiarios con motivo de la concesión de la subvención.

5. En el supuesto contemplado en el artículo séptimo apartado tercero de esta Ley, por el exceso obtenido sobre el coste de la actividad desarrollada.

6. La negativa u obstrucción a las actuaciones de control que se establecen en el apartado cuarto del artículo duodécimo."

 Al objeto de analizar la cuestión planteada, se precisan los siguientes 

ANTECEDENTES

1. Por Orden ____/99, de 9 de julio, del Consejero de Economía y Empleo se concedió una subvención al Ayuntamiento de Santa María de la Alameda, por importe de 17.450.730 pesetas para el soterramiento de línea aérea de alta tensión en calles Puente, Buenavista y Cristóbal Colón.

Se manifestaba en la misma, a los efectos de la consulta planteada, que el beneficiario debería presentar antes de 1 de octubre, "factura  correspondiente a la obra realizada"...Certificado Final de obra y, en su caso, visado por el Colegio Oficial correspondiente.

La Consejería de Economía y Empleo podrá dejar sin efecto la ayuda concedida si el beneficiario no cumple las condiciones exigidas en la presente Orden.

2. Se prorrogó el plazo de ejecución y justificación de la obra subvencionada hasta el 30 de abril del año 2000, posteriormente prorrogado hasta el 30 de mayo a solicitud del beneficiario, mediante Orden ____/2000, de 28 de abril.

Solicitada nueva prórroga el 25 de mayo, se informa desfavorablemente por los Servicios Jurídicos y se deniega la misma por Resolución de 17 de julio.

3. Solicita nueva prórroga el Ayuntamiento el 27 de junio hasta el 31  de julio para finalización de las obras, si bien conocida la denegación expresa de la solicitada en mayo presenta la documentación justificativa ‑ facturas‑ de la subvención concedida el 14 de agosto y 20 de noviembre. Las fechas de las facturas son posteriores al 30 de mayo, cuando terminó el plazo  y el Certificado de final de obra fue visado por el Colegio Oficial de Ingenieros Técnicos Industriales de Madrid el 1 de junio de 2001.

4. Se informa el 1 de febrero de 2001 por el Servicio de Minas e Instalaciones Energéticas que en el término municipal no se ha legalizado ni se encuentra en trámite ningún expediente de soterramiento de líneas aéreas de alta tensión.

5. Por la Consejería de Economía y Empleo, mediante Orden de 25 de abril, se resuelve dejar sin efecto la subvención concedida, por cuanto las obras se han realizado fuera del período subvencionable y ordena reintegrar el anticipo abonado incrementado con los intereses correspondientes.

6. Se interpone recurso de reposición el 11 de mayo de 2001 por la representante del Ayuntamiento, solicitando que se anule la Orden por la que se deja sin efecto la subvención concedida,  por cuanto la fecha de presentación de las facturas no implica que las obras no se hayan realizado en el momento debido.

Teniendo en cuenta los antecedentes señalados, se efectúan las siguientes 

CONSIDERACIONES
I. En los antecedentes descritos se pone de manifiesto que el beneficiario ha incumplido el plazo en el que debió realizar la actividad subvencionada y el plazo de presentación de los justificantes. El incumplimiento de la actividad en plazo se pone de manifiesto en el propio actuar del beneficiario, puesto que, habiendo finalizado el plazo para la realización de la actividad el 30 de mayo, solicita nuevas prórrogas para ejecutar las obras hasta el 31 de julio inclusive y la presentación de las facturas fuera de plazo es un hecho asimismo probado.

II. Con estos presupuestos, el tenor del artículo 11 citado no deja lugar a dudas: procede el reintegro, cuando se acredite la causa que determina los mismos, sin que se modifique la resolución a adoptar  por razón del sujeto o el interés social del proyecto.

Aún más, no procede  recurrir al interés social del proyecto a realizar por el beneficiario, puesto que, según el artículo 1.d) de la Ley 2/1995 citada, es inherente a toda subvención "que la finalidad responda a una utilidad pública o interés social".

III. Por otra parte, como señala la jurisprudencia y la doctrina "La acción de fomento no es ajena a la normativa común reguladora del quehacer administrativo, pero no debe olvidarse lo peculiar y definidor de este actuar ni, principalmente, el intenso protagonismo que en la determinación de las relaciones Administración‑subvencionado ostentan las concretas normas y particulares acuerdos que se hayan publicado y convenido, respectivamente". 

Pues bien, además de que el artículo 6.2.d) de la Ley 2/1995 establece como requisito mínimo el que en las bases reguladoras debe determinarse expresamente el "plazo y forma de justificación, por parte del beneficiario... del cumplimiento de la finalidad para la que se concedió la subvención y de la aplicación de los fondos percibidos", precisándose genéricamente su carácter obligacional para el beneficiario en el artículo 8.b) del mismo texto legal, expresamente se establecía en los acuerdos particulares, según el antecedente segundo del presente informe, la obligación por parte del beneficiario de realizar la actividad y presentar la factura antes del 1 de octubre, con la consecuencia en el supuesto de incumplimiento de dejar sin efecto la subvención concedida.

Diversas sentencias han señalado que las subvenciones "gozan de un carácter modal y condicional, en el sentido de que su otorgamiento se produce siempre bajo la condición resolutoria de que el beneficiario tenga un determinado comportamiento o realice una determinada actividad en los concretos términos en que procede su concesión", entre otras: [T.S.J.E de 12 de julio de 2000 (RJCA 2000\1654),  STS 20/6/1997 (R.J 1997\5299)].

Pues bien, es reiterada y unánime la jurisprudencia al afirmar que "El incumplimiento por el subvencionado de cualquiera de las condiciones generales o especiales a las que se supeditó la concesión de los beneficios, en cuanto implican una carga modal, faculta a la Administración para resolver el acuerdo, con la consecuencia del reintegro al Tesoro Público de las cantidades percibidas" (S.T.S. de 12/2/1991 [R.J. 1991\1581] y de 17 y 30 de octubre y 10  y 13 de diciembre de 1996 [R.J. 1996\7659, R.J. 1996\7662, R.J. 1996\9401 y R.J. 1996\9402] entre otras.

Como señala el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía en Sentencia de 15 de febrero de 2001 (RJCA 2001\705) "dada la propia naturaleza, insistimos, inscrita dentro de la actividad de fomento, que por su propia esencia se hace depender de situaciones coyunturales que se intenta favorecer o corregir, según la finalidad buscada, el plazo se muestra como requisito no sólo adjetivo y meramente formal sometido a la sustantividad del fin, sino sustancial para acceder a la percepción de la subvención"

Aún más, concretamente y respecto al incumplimiento específico del beneficiario de los plazos para la realización de la actividad, el Tribunal Supremo en reiteradas sentencias  (STS de 12/2/1991, 30/6/1992,(R.J. 1992\6090) y  13/9/1996 (R.J 1996\6961) ha  declarado ajustado a derecho la pérdida de la subvención y la obligación de devolver las cantidades indebidamente percibidas, cuando no se acredita el desarrollo del proyecto ofrecido en el plazo fijado, por cuanto el plazo es un elemento esencial en la relación subvencional.

En este mismo, la Audiencia Nacional en Sentencia de 9 de junio de 1998 (RJCA 1998\2669) entiende ajustada a derecho la revocación parcial de la subvención" dado el carácter condicionado que el otorgamiento de la subvención tiene respecto al período temporal en que debe ser realiza la actuación, así como al plazo límite para acreditar que la actividad subvencionada ha sido realizada,.."

Es cierto que,  a veces, como consecuencia de la excesiva lentitud en la tramitación de los expedientes, en aquellos supuestos en los que el beneficiario debe realizar una determinada actividad o comportamiento a partir de la notificación de la concesión en una fecha determinada, los plazos fijados en las bases reguladoras de las subvenciones son de imposible cumplimiento, con las consecuencias que, al efecto, establece el artículo 1116 del Código Civil, y, cuya posible solución discurre por la ampliación de los plazos por una duración superior a la establecida en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común.

Dejando a salvo estos supuestos, teniendo en cuenta que con carácter general los de fuerza mayor, de imposibilidad sobrevenida, .. según la jurisprudencia mayoritaria no eximen al beneficiario del cumplimiento de las condiciones de la subvención concedida y con ello del cumplimiento de la actividad en el plazo fijado, el incumplimiento de los plazos para la realización de la actividad subvencionada conlleva el reintegro de la subvención abonada.

IV. Configurado en estos términos el plazo en la relación subvencional, probado su incumplimiento, la dicción del artículo 11 de la Ley 2/1995 citada es clara en cuanto a la regulación del actuar de la Administración, sin distingo alguno por razón del sujeto; verificada la causa ‑ el supuesto legal de reintegro‑ los efectos asimismo legales son perentorios: procederá el reintegro, convirtiéndose para la Administración en obligación y no en facultad discrecional.

En este sentido, señala la S.T.S.J de Baleares de 12 de febrero (RJCA 1998\212) que "es consustancial a la naturaleza de la subvención el que, además de responder a una finalidad de interés general, se trata de una finalidad específica y concreta, de forma que la Administración pueda cumplir con la obligación de dejar sin efecto la subvención ante el fallo del presupuesto causal ‑en ese sentido, Sentencias del Tribunal Supremo de 9 junio 1988 (RJ 1988\5324), 12 diciembre 1990 (RJ 1990\10387), 16 octubre 1992, 21 septiembre y 17 noviembre 1995 (RJ 1995\6617 y RJ 1995\8691)‑."

V. Como cuestión accidental, cabe plantearse la incidencia de los trámites de la prórroga solicitada. En cuanto a este extremo, como señala la Sentencia del T.S. de 30 de octubre de 1992 (RJ 1993\254) ‑ en el mismo sentido la STS de 13/12/1996  (RJ 1996\9402), "la prórroga de un plazo ha de instarse por su propia entidad, antes de la expiración del plazo que se intenta prorrogar".

Como señala la Sentencia de la Audiencia Nacional de 3 de marzo de 1999 (RJCA 199\3902), el hecho de que la Administración no atendiera la nueva solicitud de prórroga determina que "una vez llegado ‑el plazo señalado‑ se produjo el supuesto de incumplimiento de una de las obligaciones impuestas a la beneficiaria con motivo de la concesión de la subvención".

De acuerdo con las consideraciones precedentes, a juicio de esta Intervención se deducen las siguientes

CONCLUSIONES
* Los supuestos legales de reintegro, tal como están configurados en el artículo 11 de la Ley 2/1995, de 8 de marzo de Subvenciones de la Comunidad de Madrid, una vez acreditados en el expediente consiguiente,  conllevan el reintegro de la ayuda percibida por el beneficiario, sin que se modifiquen los efectos por concurrencia de la naturaleza pública del sujeto o la incidencia social del proyecto subvencionado.

* El plazo es un elemento esencial en la relación subvencional, que debe ser precisado en las bases reguladoras, y cuyo incumplimiento conlleva, en principio, la revocación de la subvención concedida.

* Las prórrogas del plazo de cumplimiento de las subvenciones deben solicitarse durante la vigencia del mismo y no una vez extinguido. Por otra parte, la solicitud, que debe ser motivada, no habilita al beneficiario, en tanto no tenga comunicación de la Administración, concediendo la misma, para incumplir el plazo a que estaba obligado.
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